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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / MÍNIMO VITAL / VÍCTIMA DEL CONFLICTO ARMADO / PAGO DE INDEMNIZACIÓN ADMINISTRATIVA / IMPROCEDENCIA GENERAL DE LA TUTELA PARA TALES EFECTOS / AFECTA DERECHOS DE TERCEROS EN SIMILARES O PEORES CONDICIONES.
… la accionante acudió a la acción de amparo para obtener el reconocimiento de una indemnización administrativa por el hecho victimizante de desplazamiento forzado, pero es de anotar que los hechos consignados en el libelo, en sentir de la Sala, más que cualquier otra cosa giraban en torno a una posible vulneración del derecho fundamental de petición, toda vez que los reproches de la señora Gloria hacían alusión a la ausencia de una respuesta de fondo…

Sobre el particular, vemos que el Despacho de primer nivel tácitamente consideró que se cumplía el lleno de los requisitos para la procedencia de la tutela con dichos fines resarcitorios, porque si bien su análisis estuvo centrado en la ausencia de respuesta de una petición a una persona de especial protección por su calidad de víctima, aunado a su incapacidad cognitiva, en últimas le concedió a la UARIV un plazo de 10 días para hacer efectivo el pago…
Para la Sala, dicha perspectiva del problema jurídico no fue muy acertada, por cuanto a pesar de existir ciertas personas que por sus condiciones particulares pueden ser considerados como sujetos de especial protección constitucional, este status, en principio, lo adquieren como regla general las personas que han sido víctimas de desplazamiento forzado, y es cierto que nos encontramos en presencia de un componente adicional que es el de la interdicción del titular de los derechos que se reclaman, sin embargo, no puede convertirse tal característica en una coartada para solicitar auxilios económicos en cualquier tiempo a través de acciones diversas a las legalmente consagradas para esos fines…
Entonces, en términos generales, la acción de amparo no es la vía para que las personas obtengan el reconocimiento y pago de la indemnizaciones administrativas o ayudas humanitarias como víctimas de la violencia o el desplazamiento forzado, en especial porque en ese tipo de casos hay un considerable número de personas esperando su turno y realizando los trámites correspondientes para que las instancias administrativas como la UARIV resuelvan su situación, por lo que permitir que lo deprecado se otorgue en sede de tutela, indudablemente repercute en la vulneración de los derechos de terceros que se encuentran en iguales o peores condiciones a las narradas por el accionante.
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ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por el Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la UARIV, Dr. Vladimir Martín Ramos, en contra del fallo de tutela mediante el cual el Juzgado 2º Penal del Circuito de Pereira, en las calendas del 3 de septiembre de 2020, tuteló los derechos al debido proceso, mínimo vital y reparación de SEBASTIÁN VERA MUÑOZ, quien fue representado en este asunto por su señora madre, Gloria Patricia Vera Muñoz. 

ANTECEDENTES FÁCTICOS:

Fueron narrados por el Despacho de primer nivel, así: 

“Informó la señora Gloria Patricia Vera Muñoz que, son víctimas del conflicto armado por el hecho victimizante de desplazamiento forzado desde el año 2003. 

Como su hijo fue diagnosticado con retardo mental moderado, inició el proceso de interdicción en el Juzgado Segundo de Familia en Pereira Risaralda, en donde tomó posesión como su guardadora el 9 de abril de 2014. 

A raíz de ello, adelantó todo el proceso establecido por la UARIV para que su hijo fuese priorizado, enviando toda la documentación, dentro de la cual está el porcentaje de pérdida de capacidad del desempeño. El 20 de agosto de 2019, con radicado 000929561, se estableció que en 120 días hábiles se definiría la indemnización de su hijo, pero, vencidos los mismos en el mes de febrero de 2020, no recibió ninguna respuesta por parte de la UARIV. En atención a ello, presentó, el 13 de marzo de 2020, un derecho de petición solicitando se les pagara la indemnización, y a pesar de que recibió una respuesta el 20 de julio de 2020, en ella no le fue contestado lo pedido, pues sólo le refirieron las normas respecto de las rutas para indemnizar las víctimas.”
PRETENSIONES:
De acuerdo con los hechos relacionados atrás, la accionante pidió la protección de los derechos fundamentales al debido proceso, mínimo vital y a la reparación de su hijo, y como consecuencia de ello, se le ordene a la UARIV que proceda a pagarle la indemnización administrativa a que tiene derecho sin más dilaciones.
ANTECEDENTES PROCESALES: 

El Juzgado 2º Penal del Circuito de Pereira avocó el conocimiento de la actuación el 26 de agosto de 2020, en dicha disposición ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos a la UARIV para que ejerciera sus derechos de defensa y contradicción.   

En el devenir del trámite procesal, el Dr. Jorge Enrique Álvarez Narváez pidió que se ampararan los derechos reclamados por la accionante, y para ello, tras hacer una extensa cita jurisprudencial relacionada con el criterio pacífico de la Corte Constitucional proteccionista de las víctimas del conflicto armado, indicó que la UARIV pareciera estar “tomando del pelo” a la accionante, porque cada respuesta que se le ha suministrado es contradictoria frente a las demás, siendo la única constante una evasiva a lo que concretamente se le ha pedido, además, puso de presente que no solo han incumplido lo prometido frente a la entrega de ayudas humanitarias, sino también en lo concerniente a su derecho a la reparación. 
Por su parte, la Unidad de Víctimas, a través de memorial suscrito por el Dr. Vladimir Martín Ramos, Representante Judicial de esa Unidad, expuso que la petición presentada por la accionante fue contestada de fondo mediante Comunicación con Radicado # 202072016767011 del 18 de julio de 2020, y se le dio alcance mediante Radicado 202072020816471 del 28 de agosto de 2020, en la cual se le informó que la indemnización administrativa de Sebastián estaría disponible dentro de los 35 días siguientes al recibido de esa comunicación. 

Posteriormente, al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, el Despacho de instancia decidió mediante sentencia del 3 de septiembre de 2020:

“PRIMERO: Tutelar los derechos fundamentales al debido proceso, al mínimo vital y a la reparación de los que es titular el señor Sebastián Vera Muñoz, identificado con la cédula de ciudadanía 1.088.317.793.

SEGUNDO: Ordenar a la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas que, en el término de cuarenta y ocho (48) horas, contado a partir de la notificación de la presente sentencia, realice las gestiones a su cargo para que en un lapso no superior a diez (10) días cancele la indemnización que por vía administrativa tiene derecho el señor Sebastián Vera Muñoz.”

Y es que la señora Juez de primer nivel concluyó que la señora Gloria Patricia Vera Muñoz radicó desde el 20 de agosto de 2019 una solicitud de reconocimiento de indemnización administrativa por el hecho victimizante de desplazamiento; desde entonces se le dijo que obtendría una respuesta de fondo en un lapso de 120 días; pero, al no recibir respuesta, el 13 de marzo de 2020 insistió en lo pedido, pero a la fecha de presentación de la tutela no había recibido una respuesta de fondo. 
Sostuvo de igual manera la falladora, que Sebastián Vera Muñoz es un sujeto de especial protección constitucional, condición que no tuvo en cuenta la Unidad de Víctimas, quien tan solo dio una respuesta ante el conocimiento de esta acción, concretamente el 28 de agosto de 2020, la que pesar de ser favorable a sus intereses, continuaba sin ser garante del restablecimiento de los derechos transgredidos, por no ofrecer ninguna certeza de entrega de la indemnización que tiene a su favor, ya que en el oficio le informaron a la señora Gloria Patricia Vera Muñoz que el giro de la indemnización por vía administrativa realizado por la Unidad para las Víctimas, estaría disponible en los próximos 35 días y se comunicarían con ella para informarle cuándo se podía acercar a reclamar los recursos teniendo en cuenta la emergencia sanitaria ocasionada por el COVID-19, lo que no le parecía comprensible, si en cuenta se tiene que supuestamente esa entidad ya realizó el giro por tal concepto.  
IMPUGNACIÓN:

Inconforme con lo decidido por la Juez A Quo, el Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la UARIV presentó en término un memorial de impugnación en el que, pidió que se revoque la decisión y en su lugar se nieguen las pretensiones de la accionante.

El impugnante expresó que para poder materializar la entrega de la medida indemnizatoria a todas las víctimas a quienes se les ha concedido la reparación, es necesario en primer lugar notificar el acto administrativo, entregar la carta de pago y llevar a cabo un asesoramiento para hacer una inversión adecuada el dinero entregado, lo que se ha dificultado debido a la Pandemia entre la que nos movemos por el riesgo de propagación, y si bien se han venido realizando las gestiones, se debe tener en cuenta que hay que contactar inicialmente a cada una de las víctimas, confirmar su domicilio, obtener autorización para el envío del acto administrativo de reconocimiento, la carta de pago y la carta de dignificación a través del correo certificado que realiza el operador logístico 472, pero además se debe tener en cuenta que no todas las direcciones aportadas son de fácil acceso. 
Es por lo anterior, que si bien en el Banco Agrario están ya los recursos, las dificultades logísticas le llevaron a concertar con dicha entidad financiera que los procesos dispuestos con posterioridad al 1º de junio, se amplíe el plazo por 90 días para realizar el cobro.

Ahora, en el caso del señor Vera Muñoz, se tiene que él cuenta con el recurso en el banco desde el 29 de agosto de 2020, mediante Proceso Bancario No 26660828, sin embargo, no es la única víctima que cuenta con la misma fecha de asignación indemnizatoria por lo cual, la entrega de la carta cheque se realizará de manera gradual. 
Finalmente, puso de presente que la accionante acudió a la acción de amparo por la falta de una respuesta de fondo a su solicitud, la cual se le brindó en el devenir de la actuación, por lo que debió declararse una carencia de objeto por hecho superado. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA:

1. Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y Decreto 1983 de 2017.

2. problema jurídico: 

Le corresponde determinar a esta Sala si le asiste razón al Despacho de primer nivel, al concluir que la UARIV vulneró los derechos fundamentales reclamados por la parte accionante; o si como lo ha dicho la encartada en su escrito de impugnación, el fallo de tutela cuestionado es contrario a derecho, y merece su revocatoria, por no considerar que en el caso bajo estudio se estaba en presencia de una carencia de objeto por hecho superado. 

3. Solución:  

La acción de tutela consagrada en el artículo 86 Superior, reglamentada por el Decreto Ley 2591 de 1991, es el mecanismo judicial desarrollado por el Constituyente Primario para brindar a los ciudadanos colombianos la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales transgredidos por la acción o la omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente consagrados en la ley, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución. 

En el presente asunto, la accionante acudió a la acción de amparo para obtener el reconocimiento de una indemnización administrativa por el hecho victimizante de desplazamiento forzado, pero es de anotar que los hechos consignados en el libelo, en sentir de la Sala, más que cualquier otra cosa giraban en torno a una posible vulneración del derecho fundamental de petición, toda vez que los reproches de la señora Gloria hacían alusión a la ausencia de una respuesta de fondo con respecto a varias peticiones había deprecado ante la Unidad de Víctimas. 
Sobre el particular, vemos que el Despacho de primer nivel tácitamente consideró que se cumplía el lleno de los requisitos para la procedencia de la tutela con dichos fines resarcitorios, porque si bien su análisis estuvo centrado en la ausencia de respuesta de una petición a una persona de especial protección por su calidad de víctima, aunado a su incapacidad cognitiva, en últimas le concedió a la UARIV un plazo de 10 días para hacer efectivo el pago de la medida de reparación que mediante acto administrativo le reconoció al titular de los derechos, la cual se le pusiera en conocimiento en el devenir de ese trámite tutelar de primera instancia. 
Para la Sala, dicha perspectiva del problema jurídico no fue muy acertada, por cuanto a pesar de existir ciertas personas que por sus condiciones particulares pueden ser considerados como sujetos de especial protección constitucional, este status, en principio, lo adquieren como regla general las personas que han sido víctimas de desplazamiento forzado, y es cierto que nos encontramos en presencia de un componente adicional que es el de la interdicción del titular de los derechos que se reclaman, sin embargo, no puede convertirse tal característica en una coartada para solicitar auxilios económicos en cualquier tiempo a través de acciones diversas a las legalmente consagradas para esos fines, y que la judicatura se encuentre en el deber de otorgar ese tipo de reconocimientos sin la certeza del cumplimiento de unos requisitos mínimos, máxime cuando, como ya se dijo, la calidad de sujeto de especial protección en general, la ostentan todas las personas reconocidas como víctimas, eso sí, algunas en mayor o menor grado. 
Entonces, en términos generales, la acción de amparo no es la vía para que las personas obtengan el reconocimiento y pago de la indemnizaciones administrativas o ayudas humanitarias como víctimas de la violencia o el desplazamiento forzado, en especial porque en ese tipo de casos hay un considerable número de personas esperando su turno y realizando los trámites correspondientes para que las instancias administrativas como la UARIV resuelvan su situación, por lo que permitir que lo deprecado se otorgue en sede de tutela, indudablemente repercute en la vulneración de los derechos de terceros que se encuentran en iguales o peores condiciones a las narradas por el accionante.

Sobre el particular, dijo la Corte Constitucional en Sentencia T – 945 A de 2008: 

“Visto así el problema, incluso sujetos de especial protección constitucional necesitados de una pronta decisión judicial podría verse desplazados por otros menos vulnerables que sin embargo presentaron su requerimiento de prelación con mayor prontitud y obtuvieron, por esa sola razón, un fallo inmediato. Un riesgo adicional que se corre si las prelaciones que se solicitan por vía de tutela no se conceden en circunstancias excepcionalísimas es el de la creación por esa vía de listados prevalentes paralelos que podrían verse afectados por una congestión similar.”

En el caso en estudio, la Sala encuentra que si, efectivamente, una de las alternativas pudo ser la de declarar una carencia de objeto por hecho superado, y es que hubo una variación fáctica, porque mientras en el escenario inicial de las cosas no se contaba con una respuesta de fondo en relación con la petición de indemnización administrativa que elevara la accionante ante la UARIV, y claramente los términos se encontraban más que vencidos para tal fin, no es menos cierto que esa respuesta se obtuvo durante la actuación procesal, y afortunadamente resultó favorable. 

Ahora, la Juez tuvo un fundado temor en que lo contestado por la UARIV no se cumpliera, porque ya existían antecedentes de su falta de diligencia para brindar respuestas claras a la aquí accionante, no podemos dejar de reconocer esto, especialmente porque entonces no era visible lo que sí se explicó en la impugnación referente al por qué no podía entrega inmediata del dinero reconocido.

En gracia de discusión, las explicaciones brindadas por esa entidad en su escrito de impugnación, a la Sala le resultan comprensibles, básicamente porque para nadie es un secreto que, muy infortunadamente, el universo de las víctimas en Colombia es amplísimo y eso ha generado desde la creación de la UARIV un sinnúmero de dificultades logísticas a la hora de intentar brindar protección a todos quienes han necesitado de ella; pero, lejos de empezar a justificar la conducta asumida por esta entidad, que sí desconoció cuando menos el derecho fundamental de petición de la parte accionante, vemos que en esta ocasión, la razón de fondo para no hacer entrega inmediata del dinero reconocido es la necesidad de cumplir trámites administrativos necesarios para ello, Vrg. la entrega de la carta cheque, que no sólo habrá de adjudicársele a la señora Gloria Patricia Vera, sino a todos aquellos a quienes en esa fecha se les reconoció mediante acto administrativo la reparación administrativa.  
Desde ese punto de vista, la Sala considera que lo correcto en esta ocasión será modificar la decisión de instancia, para en su lugar, declarar la improcedencia de la solicitud de amparo en lo relacionado con la pretensión específica formulada por la accionante para que se ordenara el reconocimiento de la indemnización administrativa, y declarar la carencia actual de objeto por hecho superado, en el visiblemente quebrantado derecho fundamental de petición. 

Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: MODIFICAR la decisión adoptada por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira en la acción de tutela formulada por la señora GLORIA PATRICIA VERA MUÑOZ, en su propio nombre y el de SEBASTIÁN VERA MUÑOZ; para en su lugar, DECLARAR LA IMPROCEDENCIA de la solicitud de amparo en lo relacionado con la pretensión específica formulada por la accionante para que se ordenara el reconocimiento de la indemnización administrativa, y DECLARAR LA CARENCIA ACTUAL de objeto por hecho superado, en el visiblemente quebrantado derecho fundamental de petición. 

SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE:

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

LUZ STELLA RAMÍREZ GUTIÉRREZ
Magistrada
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